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Informe emitido a petición de la Junta de Portavoces, de fecha 18 de noviembre, sobre la posible inconstitucionalidad e invasión competencial de la Ley Orgánica 6/2013, de 14 de noviembre, de creación de la Autoridad Independiente de Responsabilidad Fiscal.
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En cumplimiento del Acuerdo de la Junta de Portavoces, de 18 de noviembre del año en curso, los Servicios de la Cámara emiten el siguiente
INFORME

SOBRE LA POSIBLE INCONSTITUCIONALIDAD E INVASIÓN COMPETENCIAL DE LA LEY ORGÁNICA 6/2013, DE 14 DE NOVIEMBRE, DE CREACIÓN DE LA AUTORIDAD INDEPENDIENTE DE RESPONSABILIDAD FISCAL
ANTECEDENTES

1. El Grupo Parlamentario Bildu-Nafarroa dirigió escrito a la Mesa y Junta de Portavoces del Parlamento de Navarra en el que solicitaba: 

“El Grupo Parlamentario Bildu-Nafarroa solicita, al amparo de lo establecido en el Reglamento, y ante la Mesa .y Junta de Portavoces de la Cámara:

La emisión de un informe por parte de los servicios jurídicos del Parlamento de Navarra sobre la posible inconstitucionalidad e invasión competencial de la ley de creación de la Autoridad independiente de Responsabilidad Fiscal aprobada por el Estado”.

2. Mediante Acuerdo de la Junta de Portavoces, de 18 de noviembre pasado, atendiendo la solicitud de referencia se resolvió lo siguiente:

“Visto el escrito presentado por el G.P. Bildu-Nafarroa, solicitando la emisión de un informe jurídico por parte de los Servicios Jurídicos del Parlamento de Navarra, sobre la posible inconstitucionalidad e invasión competencial de la Ley Orgánica 6/2013, de 14 de noviembre, de creación de la Autoridad Independiente de Responsabilidad Fiscal, aprobada por el Estado, SE ACUERDA:

1.º Solicitar de los Servicios Jurídicos de la Cámara la emisión de un informe sobre el asunto al que se hace referencia en el escrito del G.P. Bildu-Nafarroa.

2.º Trasladar el presente Acuerdo a los Servicios Jurídicos de la Cámara”.

3. El escrito de solicitud de informe en modo alguno precisa los preceptos de la Ley Orgánica de creación de la Autoridad Independiente de Responsabilidad Fiscal (en adelante, LO 6/2013 o LOAIRF) que puedan resultar inconstitucionales, como tampoco aquellos otros del bloque de la constitucionalidad, que eventualmente resultan infringidos, ni alusión alguna a las causas que puedan motivar la inconstitucionalidad de la norma o el menoscabo, igualmente inconstitucional, de las competencias de la Comunidad Foral de Navarra.

Expresado lo anterior, es preciso puntualizar que en la sesión de la Junta de Portavoces en que se acordó solicitar el informe, el Portavoz del Grupo Parlamentario peticionario apuntó que la creación de una Autoridad Independiente de Responsabilidad Fiscal podría vulnerar la autonomía financiera de Navarra en la forma en que se configuran en el art. 45 de la LORAFNA. Será, por tanto, desde esta perspectiva desde la que examinaremos la LOAIRF, aun cuando sigue siendo notoria la ausencia de alegatos mínimamente precisos acerca del cuestionamiento jurídico de la norma.

Es por ello que debamos insistir nuevamente en la conveniencia e, incluso, necesidad de que las peticiones de informe expongan con una mínima claridad y precisión las cuestiones que ameriten un análisis jurídico de estos Servicios.

consideraciones JURÍDICaS

I. Motivación, finalidad y contenido de la Ley Orgánica 6/2013.
1. Motivación y finalidad
La exposición de motivos de la LOAIRF comienza haciendo referencia a la estrategia de la política económica del Gobierno, de la que es una directriz básica la consolidación fiscal y la mejora de la gobernanza económica, sobre la base de la Ley Orgánica 2/2012, de 27 de abril, de Estabilidad Presupuestaria y Sostenibilidad Financiera (LOEP).

La Ley Orgánica pretende reforzar "el compromiso de lograr un control eficaz del cumplimiento de los objetivos de estabilidad presupuestaria, deuda pública y la regla de gasto" mediante nuevos mecanismos de supervisión y transparencia de las políticas fiscales "de las distintas Administraciones Públicas".
En este sentido se afirma textualmente:
“Las autoridades fiscales han demostrado ser un elemento clave para los Gobiernos a la hora de diseñar, implementar y evaluar las políticas fiscales, sobre todo en el actual escenario de crisis financiera donde resulta imprescindible realizar un control exhaustivo y riguroso del cumplimiento de los objetivos de estabilidad presupuestaria y deuda pública, así como de la regla de gasto.
Si bien las autoridades fiscales existían ya desde hace algún tiempo en algunos países de nuestro entorno, en los últimos años se aprecia una clara tendencia a la creación de este tipo de entidades, tendencia que se refuerza con el impulso normativo europeo en esta materia”.

Sin perjuicio del aval técnico-jurídico y del apoyo del derecho comparado a la existencia de esta clase de organismos de supervisión fiscal, el legislador apela a la necesidad de trasponer el derecho europeo, que exige la implantación de esta clase de organismos. A este respecto, se cita expresamente la Directiva 2011/85/EU, del Consejo, de 8 de noviembre de 2011, sobre los requisitos aplicables a los marcos presupuestarios de los estados miembros.

Es de interés resaltar que se justifica el carácter orgánico de la Ley en que su contenido constituye un desarrollo del art. 135 CE. Al propio tiempo se enfatiza su carácter complementario de la LOEP.

En función de todo lo anterior, se crea la AIRF con las siguientes finalidades que literalmente se expresan así:

(la AIRF), “…velará por el estricto cumplimiento de los principios de estabilidad presupuestaria y sostenibilidad financiera mediante la evaluación continua del ciclo presupuestario, del endeudamiento público, y el análisis de las previsiones económicas. Con ese fin, la Autoridad Independiente de Responsabilidad Fiscal valorará las previsiones macroeconómicas que se incorporen a los proyectos de presupuestos y escenarios a medio plazo y analizará la implementación y la ejecución de las políticas fiscales, con la finalidad de detectar de forma temprana las posibles desviaciones en los objetivos perseguidos. Además, podrá formular, cuando considere, las opiniones que estime oportunas sobre los asuntos previstos en ésta u otras leyes”.
2. Contenido
La Ley Orgánica consta de 27 artículos, estructurados en tres capítulos, además de dos disposiciones adicionales y siete disposiciones finales.
a) El capítulo I (arts. 1 al 13) aborda la "naturaleza y régimen jurídico" de la AIRF, en el que interesa reseñar las siguientes notas esenciales:

· La AIRF se configura como un "ente de Derecho Público", con personalidad pública propia y plena capacidad, "que ejerce sus funciones con autonomía e independencia funcional respecto de las Administraciones públicas" (art. 1). En forma redundante y, hasta cierto punto, contradictoria el art. 7 proclama que la AIRF actuará "con plena independencia orgánica y funcional", aunque -a efectos puramente organizativos y presupuestarios- se adscribe al Ministerio de Hacienda y Administraciones Públicas.
Dicho lo anterior, ha de ponerse de relieve que el precepto mencionado en último lugar precisa que dicha adscripción ministerial " … en ningún caso afectará a su autonomía e independencia funcional" y que "ni su Presidente, ni los miembros de los órganos ni el resto de personal de la Autoridad podrán solicitar o aceptar instrucciones de ninguna entidad pública y privada". 
Acerca de la exacta naturaleza jurídica de la AIRF, la exposición de motivos de la Ley Orgánica señala que "se configura como un ente de naturaleza especial y singular", distinto de los mencionados en la Ley 6/1997, de 14 de abril, de organización y funcionamiento de la Administración General del Estado (LOFAGE).

· En línea con lo ya señalado, la finalidad de la AIRF es la garantía del " … cumplimiento efectivo por las Administraciones Públicas del principio de estabilidad presupuestaria", prevista en el art. 135 CE; " … mediante la evaluación continua del ciclo presupuestario, del endeudamiento público, y el análisis de las previsiones económicas", funciones que se ejercerán " … a través de informes, opiniones y estudios", en los casos, con el alcance y en la forma que se establece en la norma (arts. 2, 4, 5 y concordantes de la LOAIRF).

Las funciones de la AIRF se ejercen "en todo el territorio español… y con respecto a todos los sujetos integrantes del sector público… ", de "forma única y exclusiva" (art. 3 de la LOAIRF). A estos efectos, de conformidad con lo previsto en el art. 2 de la LOEP (y el SEC 95), integran el sector público los siguientes sujetos:
"a) Administración central, que comprende el Estado y los organismos de la administración central.
b) Comunidades Autónomas.

c) Corporaciones Locales.

d) Administraciones de Seguridad Social".

En el art. 4 de la LOAIRF se contemplan las facultades auxiliares de la Autoridad en apoyo de sus funciones supervisoras y consultivas. Tales facultades auxiliares se centran, lógicamente, en el suministro de información económico-financiera por los entes integrantes del sector público, previéndose las consecuencias jurídicas derivadas del incumplimiento del deber informativo que la norma establece a tales entes.

En este ámbito, el propio artículo salvaguarda las funciones del Consejo de Política Fiscal y Financiera (CPFF), en la forma que le son otorgadas por la LOEP. Por último, en este capítulo se establece el régimen jurídico general de la AIRF, así como el específico referido a su personal, a la contratación y a su funcionamiento económico-financiero, patrimonial y presupuestario (arts. 9 a 13 de la LOAIRF). En la medida que sea necesario, realizaremos las precisiones oportunas al objeto directo de este informe, adelantando ya que en las materias precedentemente citadas no descuellan las cuestiones de fuste y nivel constitucional.

b) El capítulo II determina los supuestos en que la AIRF debe emitir informes preceptivos o evacuar opiniones facultativas, en ejercicio de las funciones que los arts. 2, 4 y 5 de la norma le asignan. Antes de enumerar tales casos, interesa precisar que los informes pueden ser preceptivos o facultativos, pero nunca vinculantes; las opiniones son siempre facultativas y, lógicamente, no vinculantes. Todo ello conforme a lo previsto en el art. 5 de la LOAIRF. Asimismo, se ha de puntualizar que -de acuerdo con dicho precepto- las Administraciones Públicas supervisadas deben motivar sus actuaciones de que se trate en el caso de que se separen de las recomendaciones efectuadas por la AIRF. Coherentemente con la naturaleza de las opiniones, el apartamiento de los criterios en ellas sustentadas no requiere motivación alguna.
En los arts. 14 a 20 y 21 se señalan los informes preceptivos sobre las siguientes materias:

· Previsiones macroeconómicas incorporadas a los presupuestos de las distintas Administraciones Públicas o al programa de estabilidad. 

· Proyecto de Programa de Estabilidad a elaborar por el Gobierno de la nación.

· Metodología para el cálculo de la tasa de referencia del crecimiento del PIB (art. 12.3 LOEP) y de las previsiones tendenciales de ingresos y gastos a incluir en los planes económicos-financieros a elaborar en caso de incumplimiento de los objetivos mencionados en el punto anterior en el curso de la ejecución presupuestaria anual por parte de todas las Administraciones Públicas, a la vista de las medidas establecidas en el propio ejercicio y en el inmediato anterior.

· Objetivos de estabilidad presupuestaria y de deuda pública de las diversas Comunidades Autónomas a establecer por el Gobierno, previo informe del Consejo de Política Fiscal y Financiera, una vez fijados tales objetivos para el conjunto de las Administraciones Públicas (art. 16 LOEP).
· Planes económico-financieros y planes de reequilibrio de la Administración central y de las Comunidades Autónomas, antes de que sean aprobados por éstas.

· Adecuación a los reiterados objetivos de estabilidad y deuda, así como a la regla de gasto, del proyecto de Presupuestos Generales del Estado y de las líneas fundamentales que contengan los Presupuestos de las Comunidades Autónomas y de las Corporaciones Locales (arts. 17 y 27 LOEP).

· Concurrencia de circunstancias excepcionales que habilitan al Estado o a las Comunidades Autónomas a la incursión en déficit estructural, conforme a lo previsto en el art. 11.3 LOEP.
Por su parte, el art. 21 LOAIRF contempla los supuestos en que la Autoridad puede informar de forma facultativa, cuales son, tanto la conveniencia de adoptar medidas preventivas y coercitivas en garantía del cumplimiento de las reiteradas reglas fiscales (arts. 18 a 26 LOEP), como su seguimiento; la publicación trimestral de las operaciones no financieras del conjunto del sector público, sus subsectores y las diversas Comunidades Autónomas; y sobre los informes de seguimiento de los planes económico-financieras y de reequilibrio a elaborar por el Ministerio de Hacienda y Administraciones Públicas, conforme a lo previsto en el art. 24 LOEP.

c) El Capítulo III (arts. 24 a 27) afronta la regulación de la organización y funcionamiento de la AIRF. En la cúspide de la institución se sitúa su Presidente, que debe ser elegido “entre personas de reconocido prestigio y experiencia mínima de diez años de ejercicio profesional en materias de análisis presupuestario, económico y financiero del sector público, valorándose especialmente su independencia y objetividad de criterio” (art. 24.1). La Comisión competente del Congreso de los Diputados ha de examinar, en la correspondiente comparecencia, la experiencia, formación y capacidad de la persona propuesta para cargo por el Ministro de Hacienda. La propuesta de designación debe ser aceptada por dicha Comisión parlamentaria, por mayoría absoluta, y –de no lograrse en el plazo de quince días- será suficiente la mayoría simple para aceptarla. Expresada la aceptación parlamentaria de la propuesta, el Consejo de Ministros podrá designar al Presidente de la Autoridad Independiente.

El Presidente de la AIRF está sujeto al régimen de incompatibilidades de los altos cargos, sin que pueda ejercer cualquier otra actividad profesional pública o privada, retribuida o no. Junto a dicha exclusividad activa, el Presidente –al cesar en el cargo- no podrá ejercer actividad profesional alguna relacionada con la función de evaluación que corresponda a la AIRF.

La duración del mandato presidencial de la AIRF es de seis años no renovables y el cese en el ejercicio del cargo solo puede producirse por las siguientes causas establecidas en el art. 246 de la Ley Orgánica 6/2013, que es necesario trascribir en su literalidad:

“a) Por finalizar el período para el que fue nombrado.

b) A petición propia.

c) Por estar incurso en alguna causa de incompatibilidad.

d) Por incapacidad sobrevenida para el ejercicio de sus funciones.

e) Por condena por delito doloso.

f) Por incumplimiento grave de sus obligaciones. En este caso su separación será acordada por el Gobierno, previa instrucción del expediente por el titular del Ministerio de Hacienda y Administraciones Públicas quien lo pondrá en conocimiento de las Cortes Generales, y en el que serán oídos los restantes miembros del comité directivo”.

La LOAIRF especifica, asimismo, las funciones del Presidente y le impone la obligación de comparecer, al menos, anualmente ante la Comisión competente del Congreso de los Diputados. Los artículos 26 y 27, por otra parte, regulan la organización de la Autoridad en divisiones y establecen un Comité Directivo –integrado por los Directores de división- como órgano de asistencia al Presidente en el ejercicio de sus funciones.

d) Las disposiciones adicionales y finales introducen novedades normativas de diverso calado que seguidamente se reseñan. La disposición adicional primera crea el Comité Técnico de Cuentas Nacionales, integrado por representantes del Instituto Nacional de Estadística, del Banco de España y de la Intervención General del Estado, con la función de aplicar los criterios del SEC 95 a las diferentes unidades del sector público. Los informes emitidos por el Comité Técnico se facilitarán a la AIRF para el ejercicio de sus funciones.

La disposición adicional segunda establece una tasa de supervisión, análisis, asesoramiento y seguimiento de la política fiscal, cuyos sujetos pasivos –como contribuyentes- son las entidades públicas sujetas a supervisión, delimitándose en la propia disposición los rasgos básicos de los restantes elementos tributarios. El tipo de gravamen aplicable sobre la base imponible (créditos iniciales para gastos no financieros del último presupuesto aprobado de la respectiva Administración Pública) ha de fijarse en la Ley de Presupuestos del Estado para 2014, pero es el hecho que en dicha Ley, aprobada el pasado día 19, no se ha dado cumplimiento a la previsión legal. Los ingresos generados por la tasa se afectan a la financiación de los gastos en que incurra la Autoridad Independiente. Ha de tenerse en cuenta que, conforme a lo establecido en el art. 11.2 LOAIRF, las tasas de supervisión deben ser la “vía fundamental de financiación” de la entidad, aunque puede contar con otros ingresos, preferentemente, las asignaciones previstas en los Presupuestos Generales del Estado.

Mediante la disposición final primera se modifican los artículos 16, 17 y 23 de la LOEP, para introducir en los trámites de fijación de los objetivos de estabilidad presupuestaria y de deuda para las CC.AA., de aprobación de los presupuestos de éstas y del Estado, así como de los planes económico-financieros y de requilibrio, el informe previo y preceptivo de la AIRF, según lo ya señalado con anterioridad.

En las disposiciones finales 2ª y 3ª se señalan los preceptos carentes de naturaleza orgánica y el título competencial estatal para dictar la Ley Orgánica, que se ciñe exclusivamente al art. 135 de la CE. La disposición final cuarta habilita al Gobierno para desarrollar reglamentariamente la Ley y para aprobar el Estatuto orgánico de la Autoridad Independiente, que debe realizarse previa consulta a su Presidente. La disposición final quinta declara expresamente que la Ley constituye una incorporación parcial al derecho español de la Directiva 2011/85/UE, de 8 de noviembre, sobre los requisitos aplicables a las normas presupuestarias de los Estados miembros. Mencionaremos, por último la disposición final sexta, que merece nuestra máxima atención por referirse a los "regímenes forales". Dice así:

"Disposición final sexta. Regímenes forales.

1. En virtud de su régimen foral, la aplicación a la Comunidad Foral de Navarra de lo dispuesto en esta Ley se llevará a cabo, según lo establecido en el artículo 64 de la Ley Orgánica de Reintegración y Amejoramiento del Régimen Foral de Navarra, conforme a lo dispuesto en el Convenio Económico entre el Estado y la Comunidad Foral de Navarra.

2. En virtud de su régimen foral, la aplicación a la Comunidad Autónoma del País Vasco de lo dispuesto en esta Ley, se entenderá sin perjuicio de lo dispuesto en la Ley del Concierto Vasco".

II. Los llamados Consejos Fiscales de supervisión de la política fiscal y la UE
1. Generalidades 
La problemática de los desequilibrios fiscales se aborda generalmente, junto a la reforma de los procesos presupuestarios y el establecimiento de reglas fiscales sobre el déficit, la deuda y el gasto, mediante el establecimiento de instituciones fiscales independientes, ordinariamente denominadas Consejos Fiscales. La experiencia del derecho comparado nos muestra que estas Instituciones, si logran aislarse debidamente de las presiones políticas y actuar predominantemente de acuerdo con criterios técnicos, pueden contribuir a generar los incentivos adecuados para los gestores de la política económica pública.

Aunque algunos postulan la implantación de instituciones fiscales con funciones de decisión política, es lo cierto que en la práctica generalidad de los casos tales funciones se reservan al ejecutivo y al legislativo. Lo habitual en los regímenes parlamentarios es que los Consejos Fiscales se limiten a la supervisión, análisis y valoración de la formulación de la política económica y del proceso presupuestario, emitiendo recomendaciones enderezadas a la corrección y mejora de la planificación y gestión fiscal. Dentro de la gran variedad de configuración institucional y funcional de los Consejos Fiscales, sus atribuciones se centran en los siguientes aspectos:

· Elaboración de previsiones macroeconómicas o supervisión de las realizadas por los ejecutivos estatales y regionales, así como análisis sobre su cumplimiento y evolución.

· Evaluación y seguimiento de las previsiones presupuestarias y de las reglas fiscales establecidas en los marcos económico-financieros públicos, verificando las desviaciones producidas respecto a las previsiones realizadas. 

· Supervisión y seguimiento de la sostenibilidad financiera del sector público, incluyendo el análisis del impacto de determinadas medidas de política económica en las finanzas públicas a medio y largo plazo.

Es pauta general, asimismo, que las actuaciones de los Consejos Fiscales se materialicen en informes, en que se emiten recomendaciones de diverso tipo. Nota de interés es, igualmente, la gran transparencia y publicidad de que suele dotarse a dichos informes, con el fin de fomentar el debate público sobre la política fiscal. Tal como reincidiremos, para la Comisión Europea, los Consejos Fiscales, constituyen una pieza clave para garantizar que las políticas fiscales sean creíbles y transparentes, y para que las finanzas públicas estén saneadas y sean sostenibles. Como hemos señalado, la variedad institucional es enorme. Para un estudio más detallado de la materia puede acudirse al trabajo realizado en 2006 por la Comisión Europea a partir de un cuestionario hecho a veinticinco países miembros de la UE, donde se examinan diversos aspectos tales como descripción general de la institución, duración del mandato, funciones, composición, estatuto y visibilidad pública o influencia. 

Una cuestión relevante en la configuración de los Consejos Fiscales es la relativa a su "independencia" y de nuevo, también en este aspecto, las soluciones son muy dispares. Cuando se alude a la independencia o a la autonomía de estas instituciones quiere afirmarse la ausencia de toda injerencia proveniente de los poderes políticos. A modo orientativo se establecen los siguientes criterios para la determinación del grado de independencia:
· Deben ser independientes desde un punto de vista funcional, lo que implica que su margen de acción debe ser elevado y no sometido a presiones políticas; lo cual, por lo general debe estar garantizado por su estatuto jurídico.
· Su financiación debe llevarse a cabo con cargo a fondos públicos.
· Deben generar valor al proceso presupuestario, bien sea en la fase de diseño (por ejemplo aportando previsiones económicas), bien sea analizando las políticas fiscales (sostenibilidad a largo plazo, impacto de determinadas políticas, etc.) o emitiendo informes normativos o recomendaciones sobre las políticas adecuadas. 

· Deben tener cierto impacto mediático, capaz de generar un coste reputacional al gobierno que no siga sus recomendaciones.
· En conexión con el punto anterior, la necesidad o no de respuesta formal de las Administraciones Públicas a las recomendaciones efectuadas constituye un índice de relevancia de estas instituciones.

No podemos detenernos en el examen comparativo de las numerosas instituciones de este tipo, con diversas denominaciones, ya designadas o no expresamente como consejos fiscales, existentes en la OCDE y en la UE. Su variada configuración viene marcada por su origen, las peculiaridades de las políticas fiscales nacionales y su concreto régimen estatutario (esencialmente, dependencia del ejecutivo o del Parlamento y proceso de designación de sus dirigentes).
2. Las exigencias derivadas del derecho de la UE

Hemos adelantado que los Consejos Fiscales, para la UE, constituyen instrumentos fundamentales para la adecuada aplicación de las reglas fiscales sobre estabilidad presupuestaria y sostenibilidad financiera. Ahora bien, no es que la implantación de estas entidades supervisoras sea algo recomendable, sino que constituye una obligación jurídica para los Estados miembros -con excepciones, que no es del caso exponer- dimanantes del derecho derivado de la UE y de Tratados Internaciones, a todo lo cual se hará mención seguidamente:

a) La primera norma europea que incide en la materia es la Directiva 2011/85/UE, de 8 de noviembre, sobre requisitos aplicables a los marcos presupuestarios de los Estados miembros. En su considerando 16, se sostiene:
"(16) … la eficacia demostrada por los marcos presupuestarios basados en normas de los Estados miembros para mejorar la titularidad nacional de las normas presupuestarias de la Unión de fomento de la disciplina presupuestaria, una de las piedras angulares del marco reforzado de supervisión presupuestaria de la Unión debe ser la existencia de reglas presupuestarias numéricas sólidas que sean específicas para cada Estado miembro y conformes con los objetivos presupuestarios a nivel de la Unión. Las reglas presupuestarias numéricas sólidas deben proporcionar definiciones de objetivos bien precisas y prever mecanismos que permitan un seguimiento efectivo y oportuno. Dichas reglas deben basarse en un análisis fiable e independiente realizado por órganos independientes u órganos dotados de autonomía funcional respecto de las autoridades presupuestarias de los Estados miembros. Además, la experiencia ha demostrado que, para que las reglas presupuestarias numéricas sean eficaces, su incumplimiento debe llevar aparejadas consecuencias, aunque ese coste sea de carácter meramente reputacional".
En lo que se refiere a la aplicación general al conjunto de las Administraciones Públicas del Pacto de Estabilidad y Crecimiento (PEC) y a la debida coordinación de las políticas fiscales de los diversos subsectores públicos de los Estados miembros, los considerandos 23 y 24 de la Directiva afirman lo siguiente:
"(23) Las disposiciones del marco de supervisión presupuestaria establecido en el TFUE y, en particular, en el PEC, son aplicables al conjunto de las administraciones públicas, que comprenden los subsectores de la administración central, las comunidades autónomas, las corporaciones locales y las administraciones de seguridad social, tal como se definen en el Reglamento (CE) no 2223/96.

(24) Un buen número de Estados miembros ha llevado a cabo una descentralización considerable en el ámbito presupuestario, con la transferencia de poderes presupuestarios a las administraciones subnacionales. El papel que han desempeñado estas últimas a la hora de garantizar el cumplimiento del PEC se ha incrementado significativamente, por lo que resulta necesario velar por que el alcance de las obligaciones y procedimientos establecidos en los marcos presupuestarios nacionales se extienda debidamente a todos los subsectores de las administraciones públicas, sobre todo -aunque no solo- en dichos Estados miembros".

En lo que hace a la parte dispositiva de la Directiva, esta tiene por objeto establecer "… normas detalladas sobre las características que deben presentar los marcos presupuestarios de los Estados miembros", para garantizar el cumplimiento de las obligaciones que les impone el TFUE a fin de evitar déficits públicos excesivos (art. 1). Constituyen dichos "marcos presupuestarios" el "conjunto de las disposiciones, procedimientos, normas e instituciones que constituyen la base de las políticas presupuestarias de las Administraciones públicas" (art. 2). En particular, en relación con la materia que nos ocupa, integran el "marco presupuestario" conforme a lo previsto en dicho precepto:

"f) los dispositivos de control y análisis independientes destinados a reforzar la transparencia de los elementos del proceso presupuestario;

g) los mecanismos y las normas que regulan las relaciones presupuestarias entre las autoridades de todos los subsectores de las administraciones públicas".

Con relación a la supervisión de las reglas fiscales numéricas (sobre déficit, deuda y gasto), dispone el art. 6:
"1. Sin perjuicio de las disposiciones del TFUE sobre el marco de supervisión presupuestaria de la Unión, las reglas presupuestarias numéricas, específicas por país contendrán precisiones sobre los siguientes elementos: 

a) la definición de los objetivos y el ámbito de aplicación de las reglas; 

b) el ejercicio de un seguimiento efectivo y oportuno del cumplimiento de las reglas, basado en análisis fiables e independientes realizados por órganos independientes u órganos dotados de autonomía funcional respecto de las autoridades presupuestarias de los Estados miembros"

Ha de ponerse en conexión con lo anterior lo relativo a las previsiones macroeconómicas y presupuestarias a realizar por el órgano estatal competente, que se sujetaron a “evaluación periódica, no sesgada y general que se basará en criterios objetivos, y que incluirá la evaluación ex post”, evaluación que se hará pública (arts. 4,5 y 6). Obviamente, son aquellos “órganos independientes o dotados de autonomía funcional” los llamados a ejercer la supervisión y evaluación de dichas previsiones macroeconómicas y presupuestarias.

Respecto a la vigencia de los “marcos presupuestarios” establecidos por la Directiva, su art. 12 dispone que “los Estados miembros garantizarán que todas las medidas adoptadas a efectos del cumplimiento (de aquellos) abarquen de manera exhaustiva y coherente todos los subsectores de las administraciones públicas”. Todo lo cual se ha de concretar en la existencia de mecanismos estatales de coordinación, tal como exige el art. 13, que reza así:

“1. Los Estados miembros establecerán mecanismos adecuados de coordinación entre todos los subsectores de sus administraciones públicas a fin de asegurar la cobertura exhaustiva y coherente de todos los subsectores en la planificación presupuestaria de las administraciones públicas, en las reglas presupuestarias numéricas especificas por país, y en la elaboración de las previsiones presupuestarias y el establecimiento de la planificación plurianual según lo establecido, en particular, en el marco presupuestario plurianual.

2. A fin de fomentar la rendición de cuentas fiscal, se determinarán con claridad las responsabilidades presupuestarias de las autoridades de los distintos subsectores de las administraciones públicas”.
b) El Reglamento (UE) 473/2013, de 21 de marzo, del Parlamento Europeo y del Consejo, sobre disposiciones comunes para el seguimiento y la evaluación de los proyectos de planes presupuestarios y para la corrección del déficit excesivo de los Estados miembros de la zona euro, viene a reforzar las medidas previstas en el PEC y la disciplina presupuestaria en toda la UE, a través de mecanismos de supervisión y coordinación gradualmente reforzados. En lo que es de nuestro interés, establece la obligación de los Estados miembros de implantar unos órganos independientes encargados del seguimiento del cumplimiento de las reglas fiscales y lo justifica así (considerandos 10 y 18):

“(10) Unas previsiones macroeconómicas y presupuestarias sesgadas y poco realistas pueden obstaculizar considerablemente la eficacia de la planificación presupuestaria y, por lo tanto, dificultar el cumplimiento de la disciplina presupuestaria. Unas previsiones macroeconómicas no sesgadas y realistas pueden ser proporcionadas por organismos independientes u organismos dotados de autonomía funcional con respecto a las autoridades presupuestarias de un Estado miembro y sustentados en disposiciones normativas nacionales que garanticen un nivel elevado de autonomía funcional y responsabilidad. Estas previsiones deben utilizarse a lo largo de todo el procedimiento presupuestario.

(18) El presente Reglamento no impone a los Estados miembros más requisitos u obligaciones con respecto a las reglas presupuestarias numéricas específicas para cada. Unas reglas presupuestarias numéricas estrictas para cada país, coherentes con los objetivos presupuestarios a escala de la Unión y objeto de seguimiento por parte de organismos independientes, son la piedra angular del marco de supervisión presupuestaria reforzada de la Unión. Las normas que estos organismos independientes deben observar, y sus tareas específicas, se definen en el presente Reglamento”.
El art. 2.1. a) define así a los organismos fiscales independientes:

“a) «organismos independientes», organismos estructuralmente independientes u organismos dotados de autonomía funcional con respecto a las autoridades presupuestarias del Estado miembro, basados en disposiciones normativas nacionales que garanticen un nivel elevado de autonomía funcional y responsabilidad, en particular:

i) un régimen jurídico basado en disposiciones legales, reglamentarias o administrativas nacionales de carácter vinculante,

ii) prohibición de aceptar instrucciones de las autoridades presupuestarias del Estados miembro o de cualquier otro organismo público o privado,

iii) capacidad para comunicar información públicamente y a su debido tiempo,

iv) procedimientos de nombramiento de sus miembros sobre la base de su experiencia y competencia,

v) recursos suficientes y acceso adecuado a la información para llevar a cabo el mandato conferido;”.

Por su parte, el art. 5 del Reglamento establece la obligación de los Estados miembros de dotarse de organismos independientes encargados del seguimiento y la supervisión del cumplimiento de las reglas fiscales, especificando sus funciones. Dice así dicho precepto:

“1. Los Estados miembros se dotarán de organismos independientes encargados del seguimiento del cumplimiento de:

a) las reglas presupuestarias numéricas que incluyan en su proceso presupuestario su objetivo presupuestario a medio plazo, tal como se definen en el artículo 2 bis del Reglamento (CE) n o 1466/97;

b) las reglas presupuestarias numéricas mencionadas en el artículo 5 de la Directiva 2011/85/UE.

2. Estos organismos llevarán a cabo, en su caso, evaluaciones públicas en relación con las reglas presupuestarias nacionales, entre otras:

a) sobre la existencia de circunstancias que impliquen la activación del mecanismo de corrección cuando se observe una desviación significativa respecto del objetivo a medio plazo o de la trayectoria de ajuste para lograrlo, de conformidad con el artículo 6, apartado 2, del Reglamento (CE) n o 1466/97;

b) sobre la aplicación de la corrección presupuestaria conforme a las reglas y los planes nacionales;

c) la existencia o inexistencia de los acontecimientos contemplados en el décimo párrafo del artículo 5, apartado 1, del Reglamento (CE) n o 1466/97, que puedan justificar una desviación temporal respecto del objetivo presupuestario a medio plazo o de la trayectoria de ajuste para lograrlo, siempre que con ello no se ponga en peligro la sostenibilidad presupuestaria a medio plazo”.
c) También el Memorando de Entendimiento sobre condiciones de política sectorial financiera (24/06/2012, BOE de 10 de diciembre de 2012) incide en la materia que nos ocupa. En el Capítulo IV, apartado 30, se establece la obligación de aplicar “sin fisuras las disposiciones de la Ley de Estabilidad presupuestaria en materia de transparencia y control de la ejecución presupuestaria”. Asimismo, “se exige también a España que establezca una entidad presupuestaria independiente que se ocupe del análisis y asesoramiento y supervise la política fiscal”. Este mandato coincide con el “Segundo paquete de gobierno económico”, aprobado por el ECOFIN, entre cuyas propuestas de gobernanza se incluye que los Estados miembros “tendrán un Consejo Fiscal independiente para el control de la aplicación de las reglas fiscales nacionales”.
d) El Tratado de Estabilidad, Coordinación y Gobernanza de la Unión  Económica y Monetaria, autorizado por la Ley Orgánica 3/2012, de 25 de julio, y ratificado por España el 9 de agosto de 2012, establece, igualmente, el deber de constituir “instituciones responsables a escala nacional de supervisar la observancia de las normas establecidas” en el Tratado (reglas fiscales), dotadas de “independencia” (art. 3). En este precepto se prevé que la incorporación a los derechos nacionales de las normas del Tratado “mediante disposiciones que tengan fuerza vinculante y sean de carácter permanente, preferentemente de rango constitucional, o cuyo respeto y cumplimiento estén de otro modo plenamente garantizados a lo largo de los procedimientos presupuestarios nacionales".
Siendo uno de los objetivos esenciales del Tratado la coordinación de las políticas fiscales de los Estados, es natural que el art. 11 establezca que sus grandes reformas de política económica “se debatirán previamente y se coordinarán entre sí”. Ciertamente, se impone también que las instituciones de la UE participen en tal coordinación, “según lo requiera el derecho” europeo.

e) La Recomendación del Consejo Europeo sobre el programa nacional de reformas de España (2012) requiere a España para que tome medidas en el periodo 2012-2013, con el fin de “establecer una institución independiente que provea de análisis, asesoramiento y monitoreo de la política fiscal”. En esta anualidad, reincidiendo directamente en las directrices marcadas con anterioridad, el Consejo (Bruselas, 20 de junio de 2013) recomienda que España tome medidas con el fin de “…garantizar la aplicación rigurosa y transparente de las medidas preventivas y correctoras establecidas en la Ley Orgánica de Estabilidad Presupuestaria”; expresamente, ha de “establecer una autoridad fiscal independiente antes del final de 2013 que proporcione análisis y asesoramiento y supervise la conformidad de la política presupuestaria con las normas presupuestarias nacional y de la UE".

No es superfluo destacar que, en los papeles de trabajo de la Comisión –preparatorios de la recomendación del Consejo- se contiene una consideración acerca de la funcionalidad de la autoridad independiente de supervisión fiscal. Así, la Comisión "…expresa que (la AIRF) mejore la transparencia y la supervisión en todos los niveles de la Administración…".
También el FMI y la OCDE han emitido recomendaciones acerca de la necesidad de esta clase de organismos independientes de supervisión fiscal, pero no nos detendremos en ellas, puesto que son similares –respecto de la configuración y funciones de tales organismos- a las ya vistas, emanadas de la U.E. e ínsitas al derecho europeo.
3. Recapitulación
Recapitulando lo ya expuesto, para el derecho europeo y para las instituciones de la U.E., las reglas fiscales de estabilidad presupuestaria y los organismos independientes encargados de la supervisión de su aplicación constituyen un agregado inseparable: la existencia de tales organismos es una inexcusable condición en garantía del cumplimiento de tales reglas. Pero es más, para España, como para los restantes Estados europeos, constituye una estricta obligación jurídica, tanto incorporar a su derecho interno las reglas fiscales establecida en los Tratados y en el derecho derivado de la UE, como implantar una institución fiscal encargada de la evaluación de su aplicación.

En el año 2012 se aprobó la Ley Orgánica de estabilidad presupuestaria, donde no se contemplaba la existencia de una institución fiscal independiente de supervisión. Conforme a la LOEP, las facultades supervisoras se ubicaban frecuentemente en la Intervención General del Estado (IGAE), Ministerio competente y Gobierno. Era obvia la ausencia de un pilar esencial del entramado institucional de la estabilidad presupuestaria y de la sostenibilidad financiera. En efecto, era jurídicamente necesario completar dicha institucionalidad con la creación de la AIRF, lo cual ha tenido lugar en la Ley Orgánica 6/2013. La AIRF se incardina inexorable e inseparablemente en la legislación orgánica reguladora de la estabilidad y sostenibilidad de las finanzas públicas.

Dicho todo lo cual, lo que ha de dilucidarse es si la configuración de la AIRF se adecua al derecho europeo aplicable y se cohonesta cabalmente con la autonomía financiera de las CCAA y demás principios y exigencias constitucionales, cuestiones que se examinarán a continuación.

III. La adecuación de la configuración de la AIRF al derecho europeo sobre estabilidad presupuestaria

a) En primer lugar, cabe decir que –dado el carácter orgánico de la norma reguladora- en cuanto a exigencias de rango, da idóneo cumplimento a lo previsto en el art. 3.2 del Tratado de Estabilidad, que establece- como ya hemos visto- “la incorporación de las medidas en él contenidas se incorporen al ordenamiento jurídico interno en disposiciones, preferentemente de rango constitucional, o cuyo respeto y cumplimiento están de otro modo plenamente garantizadas…" Desde la perspectiva temporal, se ha producido un adecuado cumplimiento de lo previsto en la Directiva 2011/85/UE (art. 15.1) y en el Reglamento (UE) 473/2013 (art. 17.3), así como en las diversas recomendaciones del Consejo. Téngase en cuenta que tanto la Directiva como las recomendaciones instan la emisión de la norma correspondiente antes del 31 de diciembre de 2013, aunque el Reglamento lo adelanta al 31 de octubre de este año. La LOAIRF fue publicada en el BOE del 15 de noviembre pasado.

b) Por lo que hace a su diseño funcional, esto es, a las actuaciones que han de ser informadas, al contenido y alcance de los informes y opiniones de la AIRF, así como respecto a la forma de comunicarlos y hacerlos públicos, según nuestro criterio, la Ley Orgánica se adecúa plena y coherentemente a los paradigmas establecidos por la normativa europea respecto a estos organismos supervisores independientes. Sin que sea preciso reiterar los requerimientos ya examinados de las disposiciones europeas (esencialmente, los reiterados Reglamento 473/2013 y Directiva (UE)2013/85), es de interés destacar lo siguiente:

· Las actuaciones de la AIRF se materializan en informes y opiniones que no vinculan al ejecutivo o al legislativo, por lo que quedan salvaguardadas "las prerrogativas de las Parlamentos nacionales" (art. 3.2, in fine, del Tratado de Estabilidad).

· La supervisión se extiende a todo el sector público, comprendiendo todos los subsectores territoriales, lo cual constituye un desiderata ampliamente recogido en la normativa europea, según lo ya señalado.

· La supervisión y evaluación alcanza los extremos que la normativa europea exige, esto es, previsiones macroeconómicas, acatamiento de las reglas fiscales numéricas tanto en la previsión como en la ejecución presupuestaria, apreciación de circunstancias que impliquen mecanismos de corrección por desviación de dichas reglas, así como el seguimiento –en su caso- de la aplicación de tales mecanismos, apreciación de las circunstancias excepcionales que justifiquen una desviación temporal del objetivo de estabilidad presupuestaria establecido en el Tratado de Estabilidad o de la trayectoria de ajuste para lograrlo…, etc. Además, la norma prevé la emisión de otros informes y opiniones facultativas.

·  Los informes y opiniones son públicos y han de estar disponibles en la Web de la Autoridad. La Memoria de actuaciones de la AIRF ha de ser objeto de la máxima publicidad y difusión.

c) En lo que respecta al diseño institucional de la AIRF, tenemos necesariamente que partir de que la normativa europea configura estos organismos, de forma disyuntiva, como independientes o dotadas de autonomía funcional. Pese a la denominación habitual de autoridades u organismos independientes, no es la independencia o estricta separación orgánica de cualquier institución el rasgo distintivo e inexcusable de estas entidades de supervisión fiscal. Es el art. 2.1. a) del Reglamento (UE) 473/2013 el precepto que perfila más nítidamente el concepto nuclear de "organismos independientes". Genéricamente, son aquellos organismos "estructuralmente independientes" o "dotados de autonomía funcional respecto a las autoridades presupuestarias", cuyo régimen jurídico se establezca en disposiciones normativas que "garanticen un elevado nivel de autonomía funcional y responsabilidad". Si recordamos la configuración de la AIRF por la Ley Orgánica es constatable su adecuación liminar a tales rasgos genéricos fijados por la normativa europea. Pero examinemos de forma más detenida tal adecuación a los requerimientos específicos establecidos en el mencionado art. 2 del Reglamento:

· La AIRF se adscribe al Ministerio de Hacienda y Administraciones Públicas y esta adscripción administrativa ha sido fuente de debate y controversia. Como se ha precisado, la LOAIRF resalta que esta adscripción lo es a efectos puramente organizativos y presupuestarios. La técnica organizativa de las llamadas "autoridades independientes", desde la perspectiva del Derecho Público y de la teoría política, es una cuestión constantemente abierta a la polémica acerca del mecanismo más idóneo para garantizar su independencia o autonomía funcional. Las fórmulas que presenta el derecho son muy diversas en el plano organizativo, ya sea su estricta independencia orgánica, ya su adscripción –simplemente orgánica- al ejecutivo o al legislativo. Sin perjuicio de lo que más en profundidad se señale en el siguiente epígrafe, la adscripción de la Autoridad a dicho Ministerio –puramente orgánica y presupuestaria- constituye una técnica no excepcional de integración de las agencias independientes al Derecho administrativo para su incardinación en el conjunto del sector público.

Esta adscripción formal no necesariamente supone o implica una restricción a su independencia funcional o autonomía decisoria. Lo determinante es, al respecto, el diseño en conjunto de la institución, comprendiendo aspectos tales, como su nombramiento, duración del mandato, causas del cese, posibilidad o no de recibir instrucciones, régimen presupuestario, … etc. Y a este respecto se ha de destacar que la propuesta de nombramiento del Presidente de la AIRF ha de contar con la autorización del Congreso; que, tanto el Presidente como el restante personal, ejercen sus funciones con plena independencia y objetividad, sin estar sujetos a instrucción alguna de entidades públicas o privadas; no puede ser objeto de destitución discrecional y sólo puede ser cesado por las causas tasadas establecidas en la ley. Todo ello reforzado por la enfática y reiterada declaración legal acerca de "la plena independencia orgánica y funcional" de la AIRF.

· Junto a lo anterior, con relación a la profesionalidad e independencia de criterio de la Autoridad, se ha de destacar que tanto su Presidente como los Directores de división han de ser designados de acuerdo con los principios de publicidad, mérito y capacidad. En concreto se les exige una experiencia mínima de diez años en las materias propias del cometido de la AIRF. Específicamente, a su Presidente se le exige ser persona de "reconocido prestigio", para cuyo nombramiento se valorará " … especialmente su independencia y objetividad de criterio". Un buen índice de su grado de desvinculación de eventuales presiones políticas viene dado por el hecho de que su mandato tiene una duración de seis años y, por tanto, una dinámica temporal distinta a la del ciclo político de las elecciones a Cortes Generales y consiguiente formación del ejecutivo gubernamental. Todo lo cual no desmerece de las exigencias contenidas en el apartado IV del art. 2.1.a) del Reglamento (UE) 473/2013.
· La Autoridad Independiente aprueba el anteproyecto de Presupuestos de la institución, que debe ser integrado en el Proyecto de Presupuestos Generales del Estado y corresponde aprobar a las Cortes Generales (art. 11 LOAIRF). Una interesante novedad de la LOAIRF es el establecimiento de tasas de supervisión como fuente mayoritaria de financiación de la entidad. Este instrumento de financiación, muy propio de los sistemas anglosajones en cuanto a las oficinas públicas de auditoría, responde a una determinada filosofía organizativa, cual es la de reforzar la independencia de la institución y fomentar el ejercicio eficiente y responsable de sus funciones. En el plano estrictamente legal, por tanto, creemos que se da idónea cobertura a la exigencia de que estos organismos fiscales gocen de su licencia financiera (aptado. V del art. 2.1.a) del Reglamento (UE) 473/2013).
· En el plano del acceso  a la información económico-financiera del sector público para el ejercicio de las funciones que la AIRF tiene encomendadas, creemos que también la ley de trasposición del derecho europeo da debido cumplimiento a lo exigido en el apartado V del art. 2.1.a) del reiterado Reglamento (UE) 473/2013. Recordemos que, conforme a lo previsto en el art. 4 de la LOAIRF, la Autoridad tiene a su disposición toda la información económico-financiera de las distintas Administraciones Públicas, a la que se accederá preferentemente a través del Ministerio competente. Sin prejuicio de ello, la AIRF está facultada para requerir de todas las Administraciones Públicas la información complementaria que necesite, las cuales están obligadas a suministrarla. Del incumplimiento de este deber podrán derivarse las consecuencias jurídicas previstas en el propio precepto de la LOAIRF y en los arts. 20 y 27.6 de la LOEP.
En suma, reiteramos nuestro criterio, según el cual no existen óbices relevantes que oponer a la transposición del derecho europeo configurador de los organismos independientes de supervisión fiscal, tal como se ha realizado en la LOAIRF. El criterio del Consejo de la UE es también favorable a la configuración de la Autoridad independiente, si bien expresa que un cumplimiento más estricto de las exigencias del derecho europeo puede aconsejar una redacción distinta a la adscripción orgánica por la que ha optado la Ley. Nuevamente hemos de señalar que tal adscripción no es una solución excepcional en el marco del derecho europeo comparado.

Tal como reiteradamente declara el Tribunal Constitucional, el derecho de la UE no constituye un parámetro de evaluación de la constitucionalidad de las leyes, aunque al propio tiempo advierte de "la necesidad de proporcionar al Gobierno los instrumentos para desempeñar la función que le atribuye el art. 93 CE", esto es, la garantía del cumplimiento de los Tratados y del derecho derivado de ellos (STC 134/2011, F.6). De acuerdo con lo previsto en el art. 8 del Tratado de Estabilidad, la Comisión Europea puede emitir un informe acerca del cumplimiento del deber de incorporar al derecho interno las normas establecidas en aquél (art. 3.2). En el caso de que, teniendo en cuenta la observación del Estado afectado, la Comisión considere que ha incumplido dicha obligación, someterá el asunto al Tribunal de Justicia de la UE. Igual derecho impugnatorio asiste a las restantes partes contratantes, con independencia del informe de la Comisión, cuando consideren que otra parte contratante ha incumbido en aquel incumplimiento. Teniendo en cuenta el escaso lapso temporal transcurrido desde la publicación de la LOAIRF, carecemos de datos acerca de eventuales actuaciones de la Comisión o de otros Estados miembros, al amparo de lo previsto en el art. 8 del Tratado.
IV. La Autoridad Independiente de Responsabilidad Fiscal en el marco del bloque de la constitucionalidad
De acuerdo con el enfoque que hemos planteado inicialmente, la cuestión que debemos dilucidar es si el Estado cuenta  con títulos competenciales suficientes para emanar una norma como la LOAIRF de creación de la Autoridad Independiente y, en su caso, si el diseño de la institución que se realiza en la Ley Orgánica respeta la autonomía financiera de las Comunidades Autónomas y, específicamente, de la Comunidad Foral de Navarra. Son abundantes los informes de estos Servicios Jurídicos en que se ha analizado la normativa estatal de estabilidad presupuestaria y su incidencia en Navarra y de nuevo reiteraremos aquí algunas de las consideraciones ya expuestas en aquellos.
1. La incardinación de la AIRF en la normativa orgánica reguladora de la estabilidad presupuestaria
El día 27 de septiembre de 2011, tuvo lugar la reforma del art. 135 CE. Aun cuando habremos de transcribir literalmente algunos de los apartados del precepto constitucional, lo que debemos resaltar ya es que la CE obliga a todas las Administraciones Públicas a adecuar sus actuaciones al principio de estabilidad presupuestaria, lo cual se concreta en el caso del Estado y de las Comunidades Autónomas en la prohibición de incurrir en un déficit estructural o en contraer un volumen de deuda pública superiores en porcentajes sobre el PIB, a los fijados por la UE a sus Estados Miembros. Así, la estabilidad presupuestaria se configura como un límite constitucional cuya transgresión podrá acarrear inconstitucionalidad y nulidad, y también como una orientación constitucionalmente vinculante, que prescribe un programa constitucional obligatorio para la actividad financiera pública.
En una jurisprudencia constitucional constante (desde la STC 157/2011, de 18 de octubre), el TC considera que, con arreglo a la nueva redacción del art. 135 CE, el principio de estabilidad presupuestaria se constituye en un nuevo canon de constitucionalidad que el Tribunal debe atender al resolver los recursos que se interpongan. Para el TC el mandato de sujeción al principio de estabilidad presupuestaria vincula a todos los poderes públicos, y queda fuera de la disponibilidad del Estado y de las Comunidades Autónomas, aunque su desarrollo pueda admitir diversas formulaciones. Para el TC, antes de la reforma del art. 135 CE, no podía negarse la competencia estatal para emanar la legislación sobre estabilidad presupuestaria y sostenibilidad financiera del sector público. Tras dicha reforma, no cabe disputa competencial. Teniendo en cuenta que el desarrollo de tales principios constitucionales se encomienda a una Ley Orgánica, obviamente estatal, el TC ratifica inequívocamente la competencia del Estado en la materia.
Conforme a lo previsto en los apartados 2 y 5 del art. 135 CE, una Ley Orgánica fijará el déficit estructural máximo permitido al Estado y a las Comunidades Autónomas y desarrollará los principios contemplados en dicho precepto, así como la participación de los órganos de coordinación institucional en materia de política fiscal y financiera en los procedimientos respectivos. Por expreso mandato del art. 135.5, dicha Ley Orgánica regulará, en todo caso, lo siguiente:

“a) La distribución de los límites de déficit y de deuda entre las distintas Administraciones Públicas, los supuestos excepcionales de superación de los mismos y la forma y plazo de corrección de las desviaciones que sobre uno y otro pudieran producirse.

b) La metodología y el procedimiento para el cálculo del déficit estructural.

c) La responsabilidad de cada Administración Pública en caso de incumplimiento de los objetivos de estabilidad presupuestaria”.
Por su parte, en la disposición adicional de la reforma constitucional (apartado 2) se establece que la Ley Orgánica regulará los mecanismos que permitan el cumplimiento de los límites de deuda establecidos en el art. 135 CE. Como es bien sabido, la LOEP de 2012 pretendió regular en toda su amplitud la materia reservada a Ley Orgánica por el art. 135 CE. Como hemos señalado en otros informes, la LOEP contiene unas reglas más estrictas que la anterior normativa sobre estabilidad presupuestaria, en cuanto al déficit estructural, al volumen de la deuda y al techo de gasto, más acordes con la mayor exigencia de la reforma del PEC verificada por la UE en 2011 (six pack). Al propio tiempo, refuerza el papel dirigente y coordinador del Estado y del Gobierno, en particular, en el proceso de fijación, supervisión y corrección de los objetivos de estabilidad presupuestaria y sostenibilidad financiera. Sin embargo, la LOEP, pese a los requerimientos del derecho europeo y a las recomendaciones de las instancias competentes de la UE, no contempló la implantación de una entidad encargada de la supervisión y evaluación de la política fiscal del sector público. Nosotros hemos sostenido en otras ocasiones, que la LOEP no dio debido cumplimiento al derecho europeo en lo que hace a la necesaria existencia de una autoridad fiscal, independiente o autónoma, de supervisión.
Desde la perspectiva constitucional, ha de decirse que el art. 135 CE no contempla de forma expresa la existencia de un organismo de este tipo, que para el derecho europeo constituye una garantía inexcusable del cumplimiento del principio de estabilidad presupuestaria. Pese a ello, somos de la opinión de que el carácter orgánico de la Ley de creación se cohonesta debidamente con la naturaleza y funciones de la Autoridad independiente, en razón a que:
· En primer lugar, el contenido de la Ley Orgánica no se establece en la reforma constitucional de forma cerrada y exhaustiva. Pero es que, además, la inexcusable participación de la AIRF en la evaluación continua del ciclo presupuestario y en los distintos procedimientos de fijación de los objetivos de estabilidad presupuestaria y sostenibilidad financiera implica una relación directa e inmediata con las materias reservadas a la Ley Orgánica por el art. 135 CE, cuando no su estricta incardinación en ellas.

· Constituye una institución necesaria, exigida por la normativa europea y los Tratados, en garantía del efectivo cumplimiento de los principios consagrados en el art. 135 CE.

· Su extensión funcional a todo el sector público y, muy singularmente, a las Comunidades Autónomas, como un mecanismo supervisor y consultivo de coordinación financiera reclama la naturaleza orgánica exigida por el art. 157.3 CE.

En definitiva, según nuestro criterio, la Ley Orgánica 6/2013, se incardina con toda lógica y naturalidad en la legislación orgánica reguladora de la estabilidad presupuestaria y sostenibilidad financiera que corresponde dictar al Estado y que resulta simplemente complementaria de la LOEP, en cuyo contenido pudo y debió contemplarse la creación de la AIRF.
En este sentido, el art. 135 de la CE ofrece el título suficiente, más específico, para que el Estado emane la LOAIRF, ley orgánica que se ha sometido a nuestro informe. Desde luego, y tal como ha reconocido el TC en una copiosa jurisprudencia, que arranca con la STC 134/2011, anterior a la reforma constitucional, el Estado gozaba de títulos competenciales legítimos para dictar la legislación de estabilidad presupuestaria precedente, especialmente, con fundamento en lo previsto en el art. 149.1, apartado 13, que le atribuye la competencia sobre las bases y coordinación de la planificación general de la actividad económica, y apartado 14, que le asigna la competencia exclusiva sobre la hacienda general. Títulos competenciales ambos, amparados y reforzados bajo el principio de coordinación de las haciendas autonómicas con la hacienda estatal (arts. 156.1 y 157.3 CE). Tales títulos competenciales y otros conexos de menor entidad en el caso (art. 149.1.11ª y 18ª CE) avalan y refuerzan la competencia estatal para emanar la Ley Orgánica 6/2013, de creación de la Autoridad Independiente, aunque sea preciso reiterar que la fuente competencial, explícita y específica, puede radicar en el art. 135 CE, que es el precepto exclusivamente citado en la disposición final tercera de la LOAIRF.
2. La autonomía financiera de las Comunidades Autónomas y la Autoridad Independiente

1.º Planteamiento de la cuestión
Como hemos señalado con anterioridad, la creación de la AIRF y su diseño institucional y funcional se inscribe con naturalidad en la normativa sobre estabilidad presupuestaria (NEP), plasmada ya en regulaciones de 2001 y 2006, hoy derogadas por la LOEP. Tenemos dicho ya en otras ocasiones que la NEP vigente contiene unas reglas más estrictas relativas al déficit estructural, al volumen de la deuda y al techo de gasto no financiero de los Entes Públicos, reforzando al propio tiempo el papel dirigente del Estado y del Gobierno, en particular, en el proceso de fijación, supervisión y corrección de los objetivos de estabilidad presupuestaria. Por lo demás, no oculta la LOEP su determinante inspiración en la NEP europea, cuyos procedimientos de todo orden, señaladamente los mecanismos de "alerta temprana" y sancionadores, se trasladan, "mutatis mutandis", al ámbito interno español.
Sorprende en cierta medida que las dudas de constitucionalidad se susciten respecto a la Autoridad Independiente, órgano estrictamente consultivo y no vinculante, supervisor de todo el sector público -central y autonómico-, sin que en su momento se plantease a estos Servicios Jurídicos homologo cuestionamiento respecto a la LOEP que, a nuestro juicio, junto con la Ley Orgánica 8/1980, de 22 de septiembre, de financiación de las Comunidades Autónomas (LOFCA), constituye la auténtica regulación sustantiva delimitadora (o si se quiere, limitadora) de la autonomía financiera de las Comunidades Autónomas, desde la perspectiva del sometimiento a los principios de estabilidad presupuestaria y sostenibilidad financiera consagrados constitucionalmente, bajo la coordinación que corresponde ejercer al Estado central en virtud de los títulos competenciales que la CE le otorga. A este respecto se ha de tener en cuenta:

· La LOEP establece que toda actuación pública -normativa o ejecutiva- relacionada con los gastos y los ingresos públicos debe “supeditarse de forma estricta al cumplimiento de las exigencias de los principios de estabilidad presupuestaria y sostenibilidad financiera” (art. 7.3 LOEP). Todos los entes públicos vinculados por la LOEP deben adecuar su normativa a los principios que esta ley establece, disponiendo los mecanismos y procedimientos necesarios para su efectivo cumplimiento (art. 10.3 LOEP). En lo que hace a las CCAA, este mandato legal deriva de lo previsto en el art. 135.6 CE. 
· Corresponde al Gobierno velar por la aplicación de los principios establecidos por la LOEP en todo el sector público vinculado por esta Ley Orgánica. En el plano ejecutivo, es el Gobierno de la nación el máximo órgano de supervisión y coordinación de la estabilidad y sostenibilidad de las finanzas públicas, en tanto a él le corresponde la dirección de la política económica general, como ratifica sistemáticamente la jurisprudencia constitucional. Todo ello respetando la autonomía financiera de las CCAA y de las EELL, con la que no resultan incompatibles, como sabemos, determinados mecanismos de coordinación y control. Esta facultad gubernamental prevista en el art. 10.2 y 3 de la LOEP, de forma tan explícita y taxativa, no es materialmente novedosa, si se tiene en cuenta lo establecido en el art. 2.1.a) de la LOFCA, que atribuye al Estado la garantía del equilibrio económico y la adopción de las medidas ordenadas a conseguir la estabilidad presupuestaria y económica (interna y externa).

· Corresponde al Gobierno la fijación de los límites de déficit estructural y de volumen de la deuda afectantes al conjunto del sector público, con posterior aprobación de las Cortes Generales, previo el informe de la CPFF, respecto al ámbito autonómico (arts. 12 a 15 LOEP). La fijación de los objetivos de estabilidad para cada Comunidad Autónoma corresponde al Gobierno, previo informe del CPFF (art. 16 LOEP), sin perjuicio del sistema bilateral preservado a las Haciendas Generales. De igual forma, la variación del gasto del sector público, incluido el autonómico, no puede exceder la tasa de referencia de crecimiento del PIB, conforme al cálculo que efectúe de ésta el Ministerio de Hacienda y las Administraciones Públicas (art. 13 LOEP).
· La competencia general del Gobierno para la vigilancia del cumplimiento de los principios de estabilidad presupuestaria y sostenibilidad financiera se concreta en un haz de facultades supervisoras y correctoras, que no es del caso enumerar. Baste con señalar que todas las Administraciones Públicas han de suministrar al Ministerio competente la información económico-financiera precisa para el cumplimiento de la LOEP, Ministerio al que corresponde elaborar los informes de seguimiento correspondientes, tanto de la observación de las reglas fiscales numéricas como de la aplicación de los planes económico-financieros y de reequilibrio. El ejecutivo central y el Ministerio de Hacienda y Administraciones Públicas tienen un protagonismo especial en la sustanciación de las medidas correctoras y sancionadoras previstas en la Ley, sin perjuicio de las facultades que se atribuyen al CPFF cuando las medidas afecten a las Comunidades Autónomas.
Pues bien, tras este sucinto recordatorio de las previsiones constitucionales y de la LOEP, bien claro resulta que la delimitación sustantiva de la autonomía financiera de las Comunidades Autónomas viene configurada por el respeto a los principios de estabilidad presupuestaria y sostenibilidad financiera consagrados en la CE y en el derecho europeo y, por su derivación, en las reglas fiscales numéricas establecidas en la legislación orgánica reguladora de la materia. Asimismo, en el plano formal y procedimental, el ejercicio de dicha autonomía financiera viene condicionado por las facultades de coordinación que la CE y las leyes atribuyen al Estado central –legislativo y ejecutivo- y a la CPFF, como órgano mixto de la Administración central y de las Comunidades Autónomas. Tal como expondremos someramente, este condicionamiento formal y material de la autonomía financiera de las Comunidades Autónomas ha recibido el respaldo del TC, en la forma que fuera configurado en la normativa de estabilidad presupuestaria de 2001. El supremo intérprete de la CE no se ha pronunciado sobre la LOEP de 2012, pero, - dada la similitud a grandes rasgos entre una y otra normativa –no parece que la jurisprudencia constitucional tenga que variar en cuanto a sus pronunciamientos generales y menos aun partiendo del aval que ahora otorga al régimen de estabilidad presupuestaria la nueva redacción del art. 135. CE.
Según nuestro criterio, la implantación de una Autoridad Independiente de Responsabilidad Fiscal constituye un epígono necesario y complementario de las previsiones constitucionales, del derecho europeo y de la propia LOEP, cuyas funciones supervisoras y consultivas, por las razones ya expuestas y las que se aportarán seguidamente, se cohonstan cabalmente con dicha normativa en garantía de su cumplimento, sin implicar una mayor o ilegítima restricción de la autonomía financiera de las Comunidades Autónomas.

2.º El alcance de la autonomía financiera de las Comunidades Autónomas, conforme a la jurisprudencia constitucional
a) Como es archisabido a estas alturas, los arts. 2 y 137 de la CE consagran la autonomía política de las Comunidades Autónomas, que –conforme a una notoria jurisprudencia constitucional- ampara su “capacidad de autogobierno que se manifiesta, sobre todo, en la capacidad de elaborar sus propias políticas públicas en materia de su competencia”. La autonomía financiera, reconocida en el art. 156.1 CE, es un correlato necesario de la anterior, que se relaciona directamente con las competencias que hayan asumido y que se ejerce de acuerdo con “los principios de coordinación con la Hacienda estatal y de solidaridad entre todos los españoles”. El TC ha declarado reiteradamente que la autonomía financiera atribuye a las Comunidades Autónomas la “plena disponibilidad de sus ingresos sin condicionamientos indebidos”, pero es la capacidad de gasto –en una Hacienda de transferencias- “la auténtica clave de bóveda de dicha autonomía”. Capacidad de erogación que exige la libertad de las Comunidades Autónomas, en línea de principio, para la distribución del gasto público en el marco de sus competencias. Ahora bien, esta libertad para diseñar el plan de ingresos y gastos “… no se establece constitucionalmente con carácter absoluto”: en definitiva, la autonomía financiera de las Comunidades Autónomas “no excluye” la existencia de controles, incluso específicos. En relación con todo ello nos remitimos, como simple muestra ejemplificativa, a las SSTC 62/2011, de 1 de marzo, 134/2011, de 20 de julio y 157/2011, de 18 de octubre. La dos últimas –junto a otras muy numerosas en el mismo sentido- analizan explícitamente la normativa sobre estabilidad presupuestaria (NEP) de 2001 y la segunda de ellas tiene ya en cuenta la reforma del art. 135 CE.
b) Para afrontar el examen de la adecuación a la CE del diseño institucional y funcional de la AIRF, como institución supervisora y consultiva incardinada en el Estado central, se ha de partir de ciertas premisas generales, algunas de las cuales ya han sido sentadas con anterioridad:

· La autonomía de las Comunidades Autónomas se ejerce en el marco del ordenamiento jurídico. Es la Ley - orgánica, en su caso- la que concreta el principio de autonomía, en el marco de la Constitución. Tal como se declara en la STC 4/1982, F. 3 y en otras posteriores, la CE “… contempla la necesidad –como una consecuencia del principio de unidad y de la supremacía del interés de la nación- de que el Estado quede colocado en una posición de superioridad, tal y como establecen diversos preceptos de la Constitución, tanto en relación a las Comunidades Autónomas…. “
En materia financiera, esta supremacía estatal se plasma en diversos aspectos y se instrumenta preferentemente en los diversos mecanismos de coordinación que la CE habilita. Como tantas veces ha señalado el TC, la coordinación constituye un medio para conseguir los objetivos de política económica establecidos por el Gobierno central en uso de sus atribuciones constitucionales propias e implica que la actividad financiera de las Comunidades Autónomas se sometan a la política económica general dirigida a garantizar el equilibrio económico, mediante las oportunas medidas encaminadas a conseguir la estabilidad económica interna y externa (STC 63/1989).
· En el ámbito estricto de la normativa de estabilidad presupuestaria el TC ha amparado –con base en los títulos competenciales que nos son tan conocidos- la facultad estatal para diseñar y definir aquel principio, así como las restantes reglas fiscales (STC 134/2011, F.6 a 8). La estabilidad es un elemento esencial de la política económica que corresponde establecer al Estado, en virtud de su competencia de dirección general de la economía, que se proyecta sobre los diversos sectores de esta. Correlativamente, las Comunidades Autónomas están sujetas al cumplimiento de los principios de estabilidad y sostenibilidad financiera en la forma definida por el Estado, actualmente en la LOEP de 2012. Tal como se establece en el art. 2.1.b de la LOFCA el Estado central es el garante del equilibrio económico y, en consecuencia, es el poder público “encargado de adoptar las medidas oportunas tendentes a conseguir la estabilidad económica interna y externa y la estabilidad presupuestaria”. De acuerdo con la propia LOEP, es el Gobierno central el principal responsable de velar por el cumplimiento de los principios fiscales que nos ocupan, ostentando un papel dirigente que se plasma en el haz de facultades supervisoras, correctivas y coercitivas que se le atribuyen, sin perjuicio de las funciones del CPFF y respetando la autonomía financiera de las Comunidades Autónomas (art. 10 y concordantes LOEP).
· Este papel dirigente y coordinador del Estado central –legislativo y ejecutivo- puede plasmarse en facultades de vigilancia y control de la actuación autonómica, facultades que no pueden colocar a las Comunidades Autónomas “en una situación de dependencia jerárquica o cuasi jerárquica”. Ciertamente tales controles pueden implicar límites a la autonomía financiera autonómica. Conforme a la STC 134/2011, tales límites –en la materia que nos ocupa- son constitucionalmente legítimos en tanto exigidos por el principio de coordinación estatal y dimanantes de títulos competenciales que la CE atribuye al Estado. El reforzamiento de dichos límites por el nuevo art. 135 CE, al imponer determinadas exigencias y restricciones “a todas las Administraciones Públicas”, se ha reconocido expresamente en la STC 157/2011 y otras posteriores. Para el TC, además, tales límites pueden ser tanto específicos para materias concretas como generales [STC 134/2011, F. 8. b)].
· Las atribuciones estatales para la fijación concreta de las reglas fiscales y para su supervisión encuentran respaldo constitucional, derivadas de la conexión entre los arts. 133.1, 149.1, 13ª y 14ª, y 157.3 CE, que suponen “la competencia del Estado para la delimitación de las competencias financieras de las Comunidades Autónomas respecto de las del propio Estado (STC 31/2010, F. 130). En la STC 134/2011, F.8.d) se proyecta esta tesis sobre la materia de estabilidad presupuestaria, reiterando respecto a la coordinación estatal:
“… las decisiones que deban garantizarla “han de adoptarse con carácter general y de forma homogénea para todo el sistema y, en consecuencia por el Estado y en el ámbito estatal de actuación, no siendo posibles decisiones unilaterales que… tendrían repercusiones en el conjunto… y condicionarían las decisiones de otras Administraciones Autonómicas y de la propia Administración del Estado”.

Más en concreto se especifica en dicha sentencia que la decisión acerca del objetivo de estabilidad presupuestaria de cada Comunidad Autónoma no puede fijarse unilateralmente por estas, por afectar al conjunto del equilibrio económico general, razón por la que “… ha de ser adoptada… con carácter general y de forma homogénea para todo el sistema”. En esta línea, el TC avala la intervención de la CPFF en varios aspectos del ciclo presupuestario autonómico, pues a juicio del TC no es viable la instrumentación por cada Comunidad Autónoma, libremente y sin homogeneidad, de las medidas encaminadas al logro del objetivo de estabilidad presupuestaria, pues los presupuestos autonómicos inciden en la actividad financiera del conjunto del sector público (STC 134/2011).
· En línea con las anteriores premisas, los principios de coordinación de las Haciendas autonómicas con la del Estado y de “exigencia de una política económica unitaria” puede habilitar concretos actos estatales de supervisión o control en garantía de la efectividad de aquellos principios, tales como la emisión de determinados informes e incluso, actos aprobatorios, suspensivos o autorizatorios sobre actuaciones autonómicas. Tales son los casos, por ejemplo, de la aprobación de planes autonómicos en materia hidrológica, o de autorización de operaciones de crédito a que se refiere el art. 14 LOFCA. En esta última materia, de nuevo el TC ratifica la constitucionalidad de las facultades autorizatorias estatales, incluso las referentes a toda operación de crédito autonómico, cuando se constate el incumplimiento del objeto de estabilidad presupuestaria de la Comunidad Autónoma afectada [STC 134/2011, F.8. e)].
c) Tras todo ello, dado el eminente papel que la CE, la LOEP y la LOFCA reservan al Estado en materia de estabilidad presupuestaria y sostenibilidad financiera, con las relevantes facultades de coordinación que se le asignan, creemos que el diseño institucional y funcional de la Autoridad Independiente, entidad incardinada en el Estado central, no menoscaba la autonomía financiera de las Comunidades Autónomas garantizada por la CE. Resumiendo lo ya expuesto, se ha de enfatizar:

· Aunque el derecho europeo no constituye un parámetro de constitucionalidad de las leyes, no ha de perderse de vista la indiscutible conexión entre el art. 135 CE y la normativa europea sobre estabilidad presupuestaria (por remisión del primero a la segunda), plasmada incluso en Tratados internacionales; por otro lado, el TC reconoce la necesidad de proporcionar al Estado “los instrumentos para desempeñar la función que le asigna el art. 93 CE”, esto es, la garantía del cumplimiento de los Tratados y del derecho derivado de ellos (STC 134/2011, F 6). No insistiremos en la aptitud y funcionalidad de estas autoridades fiscales como mecanismos de garantía de la estabilidad presupuestaria, según la cuestión es apreciada por las propias instancias competentes de la UE.

· La AIRF, aunque vinculada orgánicamente el Estado central, constituye un organismo de supervisión y evaluación de todo el sector público que extiende su competencia por igual a todas las Administraciones Públicas y, por ello, tanto al Gobierno y a la Administración Central como a los ejecutivos y a las Administraciones autonómicas. De esta suerte, de considerarse la actuación supervisora de la Autoridad como un límite, lo sería tanto a las potestades financieras del Estado como a las de las Comunidades Autónomas.

· En cualquier caso, la extensión de las funciones de la AIRF a las Comunidades Autónomas no les resta autonomía financiera; y, si pudiera contemplarse como un límite, sería un límite constitucionalmente legítimo, toda vez que la finalidad que persigue su evaluación es tratar de garantizar que las medidas presupuestarias adoptadas por las Comunidades Autónomas, como por el resto del sector público, son consistentes y coherentes con el proceso de consolidación fiscal y la consecución de los objetivos de déficit y deuda establecidos en el art. 135 CE.

· En cuanto medida coordinadora, la actuación de la AIRF constituye la forma más lenitiva de intervención. En efecto, la evaluación de las previsiones económicas del ciclo presupuestario y del endeudamiento público se materializa en informes preceptivos, pero no vinculantes, y en meras opiniones. Permanecen incólumes las facultades decisorias de las Comunidades Autónomas y demás entes sometidos a supervisión, que pueden separarse de los criterios sustentados por la Autoridad, aunque deban motivarlo en los casos expresamente establecidos por la Ley.

Por todo ello reiteramos nuestro criterio de que el diseño institucional y funcional de la AIRF no menoscaba ni vulnera la autonomía financiera que la CE reconoce a las Comunidades Autónomas. De acuerdo con el examen de los debates parlamentarios del Proyecto de Ley Orgánica, las mayores dudas se suscitaron desde la doble perspectiva de la independencia de la Institución y de la exclusividad de sus funciones. En cuanto al primer aspecto, hemos razonado suficientemente en el epígrafe relativo a la adecuación institucional de la Autoridad al derecho europeo. Desde la perspectiva estrictamente jurídica, la Ley garantiza plenamente la independencia funcional de la Institución, en cuantos extremos y con las salvaguardas que han sido expuestas. Está sujeto a discusión el modo más efectivo de garantizar la independencia o autonomía funcional de un organismo. Desde la perspectiva de la ciencia política no parece que la adscripción al ejecutivo o al legislativo sea determinante en un régimen parlamentario. A este respecto, el TC tiene declarado (STC 108/1986, de 29 de julio, F 10): 

“En efecto, para que la argumentación de los recurrentes tuviese un peso decisivo sería necesario que la propuesta por las Cámaras de los veinte Vocales del Consejo convirtiese a éstos en delegados o comisionados del Congreso y del Senado, con toda la carga política que esta situación comportaría. Pero, en último término, la posición de los integrantes de un órgano no tiene por qué depender de manera ineludible de quienes sean los encargados de su designación sino que deriva de la situación que les otorgue el ordenamiento jurídico. En el caso del Consejo, todos sus Vocales, incluidos los que forzosamente han de ser propuestos por las Cámaras y los que lo sean por cualquier otro mecanismo, no están vinculados al órgano proponente, como lo demuestra la prohibición del mandato imperativo (art. 119.2 de la LOPJ) y la fijación de un plazo determinado de mandato (cinco años), que no coincide con el de las Cámaras y durante los cuales no pueden ser removidos más que en los casos taxativamente determinados en la Ley Orgánica (art. 119.2 citada)”.

Pues bien, ha sido vista ya la forma en que el ordenamiento jurídico garantiza la posición independiente y autónoma de la Autoridad. Por otra parte, el TC ha admitido que otros órganos consultivos centrales, como el Consejo de Estado, desempeñen sus funciones respecto a las Comunidades Autónomas, incluso emitiendo dictámenes con carácter preceptivo. Dice así el TC en la STC 204/1992, F. 2:

"En realidad, el ámbito de actuación del Consejo de Estado es mucho más amplio, y se ha venido configurando históricamente como órgano consultivo de las Administraciones públicas. El hecho de que no forme parte de la Administración activa, su autonomía orgánica y funcional, garantía de objetividad e independencia, le habilitan para el cumplimiento de esa tarea, más allá de su condición esencial de órgano consultivo del Gobierno, en relación también con otros órganos gubernativos y con Administraciones públicas distintas de la del Estado, en los términos que las Leyes dispongan, conforme a la Constitución.

Así, no sólo es pacífica la posibilidad, legalmente prevista en el párrafo primero del mismo art. 23 de la L.O.C.E., de que las Comunidades Autónomas soliciten dictamen del Consejo de Estado cuando lo estimen conveniente… Dicho en otros términos, el art. 107 C.E. no ha dispuesto que el Consejo de Estado sea el órgano superior consultivo de los Gobiernos de las Comunidades Autónomas y de sus respectivas Administraciones, pero tampoco impide que desempeñe esa función, incluso emitiendo dictámenes con carácter preceptivo, en su caso. 

De esta manera, el Consejo de Estado puede ejercer esa función de órgano consultivo con relevancia constitucional «al servicio de la concepción del Estado que la propia Constitución establece», a que nos referíamos en la STC 56/1990 (fundamento jurídico 37). Y ello sin merma del principio de autonomía sancionado por los arts. 2 y 137 C.E...".

En relación con la exclusividad funcional de la AIRF, se ha de partir nuevamente del eminente papel del Estado en el establecimiento de las reglas fiscales y en la vigilancia de su cumplimento, a través de los diversos mecanismos de coordinación. La Autoridad Independiente es un instrumento de coordinación en garantía del cumplimiento de la normativa sobre estabilidad presupuestaria y de los objetivos de consolidación fiscal. Parece razonable sostener que una pluralidad de organismos supervisores con idénticas funciones generaría una divergencia de criterios, difícilmente compatible con la unidad de evaluación que es exigible a todo instrumento de coordinación. En definitiva, que si las decisiones de política económica general han de adoptarse de forma homogénea, su evaluación en garantía de su cumplimento para prevenir desviaciones y facilitar las correcciones precisas también ha de ser homogénea para todo el sistema.

V. La autonomía financiera de Navarra y la AIRF

Los contornos teóricos de la autonomía financiera de Navarra son comunes a los de las Comunidades Autónomas, con la salvedad de su peculiar posición en la vertiente de los ingresos públicos, en virtud de la garantía constitucional del régimen foral y de los derechos históricos en que se materializa. Esta posición peculiar de la Comunidad Foral se reconoce en el art. 45 de la LORAFNA, por cuanto dispone que “en virtud de su régimen foral, la actividad tributaria y financiera de Navarra se regulará por el sistema tradicional del Convenio Económico". El propio precepto remarca, en sus aparatados 2 y 3 la potestad tributaria de Navarra. Pese a que el sintagma "actividad financiera" pudiera cubrir perfectamente la vertiente del gasto público, es lo cierto que históricamente los Convenios Económicos se han ceñido a ordenar los ingresos y, específicamente, los tributarios. La LORAFNA, al margen de determinadas precisiones en materia presupuestaria, prácticamente nada establece en materia de ordenación del gasto público. En esta singularizada vertiente no aparecen indicios claros fundamentadores de su incardinación en el régimen foral, sin perjuicio de que el gasto pueda plasmarse y legitimarse en el ejercicio de competencias históricas. En materia de autonomía financiera, pues, el régimen foral se liga preeminente e inescindiblemente, al poder tributario de Navarra. No sucede así, en lo que respecta al poder de gasto, en que la Comunidad Foral Navarra, con las puntualizaciones que sean pertinentes, se asemeja a las restantes Comunidades Autónomas.

El TC ha tenido ocasión de pronunciarse acerca de la naturaleza y alcance de la autonomía financiera de Navarra, así como de su relación con el principio constitucional de coordinación entre la Hacienda estatal y las autonómicas. En la STC 148/2006, de 11 de mayo, se analizó la cuestión acerca de si las medidas estatales de congelación salarial, impuestas con carácter básico a todo el personal al servicio del sector público, eran aplicables a Navarra. En primer lugar, el TC declara que aquellas medidas tienen una vinculación directa con la fijación de la política económica general por parte del Estado (art. 149.1.13ª CE), con cobertura competencial a partir del principio de coordinación con la hacienda estatal reconocido en el art. 156.1 CE. En segundo lugar, frente las alegaciones de Navarra de que la Comunidad Foral no puede estar vinculada con la misma intensidad que las restantes Comunidades Autónomas por este tipo de medidas presupuestarias si no quiere menoscabarse su autonomía financiera derivada del Convenio Económico y la naturaleza paccionada de sus relaciones con el Estado, el TC niega que aquella autonomía financiera foral sea de "mayor grado y nivel". Para el TC, la previsión del art. 45 de la LORAFNA (con base en la disposición adicional primera de la CE) respecto a la regulación de la actividad tributaria y financiera de Navarra por el sistema tradicional del Convenio Económico, no menoscaba la efectividad del principio de coordinación con la Hacienda estatal proclamado en el art. 156 CE ni las facultades que la norma suprema reconoce al Estado en su garantía, que limitan la autonomía financiera de Navarra, al igual que la de las restantes Comunidades Autónomas. Dice así el TC en el F. 7:

"Esta circunstancia es plenamente aplicable al caso de Navarra, sin que sea posible fundamentar un régimen distinto en el reconocimiento y la actualización de sus derechos históricos por parte del art. 45 LORAFNA. En este sentido, y una vez constatado que los defensores de la Ley impugnada han aludido genéricamente al carácter histórico de una pretendida autonomía de gasto de mayor nivel que las restantes Comunidades Autónomas, debe tenerse en cuenta que el convenio económico tiene un contenido esencialmente tributario, sin que en sus diversas versiones vigentes desde la entrada en vigor de la Constitución (Decreto-ley 16/1969, de 24 de julio, Ley 28/1990, de 26 de diciembre, y sus sucesivas reformas parciales) se hayan previsto normas especiales relativas a su autonomía de gasto".

Y es que para el alto Tribunal (en el mismo F):

"… ni el texto del convenio ni una investigación histórica sobre las competencias ejercidas de forma continuada por las instituciones forales con el reconocimiento del Estado (criterios éstos reconocidos en las SSTC 76/1988, de 26 de abril, FJ 6, y 140/1990, de 20 de septiembre, FJ 4) permiten reconocer a la Comunidad Foral de Navarra mayores ámbitos de autonomía de gasto que a las restantes Comunidades Autónomas".

Pero también el TC se refiere específicamente a la normativa de estabilidad presupuestaria, cuya regulación material entiende aplicable a Navarra, como emanada en ejercicio legítimo de los títulos competenciales del Estado reiteradamente citados. Para la jurisprudencia constitucional, Navarra está sujeta a las obligaciones derivadas de la NEP con la misma intensidad que las restantes Comunidades Autónomas. En efecto, se sostiene en el F. 8 de dicha sentencia:

"La aprobación de la Ley general de estabilidad presupuestaria por parte de las Cortes Generales (Ley 18/2001, de 12 de diciembre) y de su Ley complementaria (Ley Orgánica 5/2001, de 13 de diciembre) tampoco han introducido cambios en este sentido, puesto que las alusiones contenidas en ambos casos a que su aplicación en la Comunidad Foral de Navarra se llevará a cabo conforme a lo establecido en el art. 64 LORAFNA no se traducen en una vinculación menos intensa a las obligaciones derivadas de ambos textos, sino en una participación más directa de la Comunidad foral (básicamente a través de la comisión coordinadora integrada por representantes de la Administración del Estado y la Administración foral) en su aplicación. Prueba de ello es la reforma del convenio económico entre el Estado y la Comunidad Foral de Navarra llevada a cabo a través de la Ley 25/2003, de 15 de julio, que ha atribuido nuevas funciones a este órgano de colaboración".

Pues bien, en consecuencia, la actual legislación de estabilidad presupuestaria y sostenibilidad financiera, al igual que la anterior, es plenamente aplicable a la Comunidad Foral de Navarra, si bien la naturaleza pacticia del régimen foral habilita y exige que el ejercicio de determinadas competencias, específicamente, las de orden financiero, se materialice en forma de pactos entre la Administración estatal y la foral que, previa la correspondiente negociación bilateral, se formalizarán, en su caso, mediante la disposición normativa o de otro orden que corresponda, tal como establece el art. 64 del Amejoramiento del Fuero. En atención a todo ello las leyes orgánicas 2/2012 (LOEP) y 6/2013 (LOAIRF), como las precedentes hoy derogadas, establecen una cláusula de salvaguarda del régimen foral en términos idénticos. Recordemos que la disposición final sexta de la LOAIRF establece:

“1. En virtud de su régimen foral, la aplicación a la Comunidad Foral de Navarra de lo dispuesto en esta Ley se llevará a cabo, según lo establecido en el artículo 64 de la Ley Orgánica de Reintegración y Amejoramiento del Régimen Foral de Navarra, conforme a lo dispuesto en el Convenio Económico entre el Estado y la Comunidad Foral de Navarra".

Como complemento a todo ello, el art. 67 del Convenio Económico establece las funciones de la Comisión Coordinadora entre el Estado y Navarra que, respecto a la materia que nos ocupa, se ciñen a lo siguiente:

“l) Acordar los compromisos de colaboración y coordinación en materia de estabilidad presupuestaria.

A tal efecto, determinará el objetivo de estabilidad presupuestaria para la Comunidad Foral de Navarra en el plazo de un mes desde la aprobación por parte del Gobierno del objetivo de estabilidad presupuestaria en las condiciones establecidas en el artículo 8.1 de la Ley 18/2001, de 12 de diciembre, General de Estabilidad Presupuestaria, dando traslado del mismo al Consejo de Política Fiscal y Financiera de las Comunidades Autónomas para su conocimiento.

Con anterioridad al 1 de junio de cada año analizará el cumplimiento del objetivo de estabilidad presupuestaria del ejercicio inmediato anterior.

Dentro de los plazos establecidos en el artículo 8 de la Ley Orgánica 5/2001, de 13 de diciembre, comprobará la idoneidad de las medidas contenidas en los planes de saneamiento elaborados por la Comunidad Foral de Navarra para la corrección de las situaciones de desequilibrio que, en su caso, pudieran presentarse.”

El mencionado precepto habrá de adaptarse a las nuevas disposiciones, ya que la Ley estatal citada ha sido derogada y sustituida por las Leyes Orgánicas de constante reiteración. Pero lo importante es que el Convenio Económico, en conexión con las salvaguardas establecidas en las Leyes Orgánicas sobre estabilidad presupuestaria, garantiza lo sustancial del régimen foral en materia financiera, a saber, el procedimiento negociado bilateral – a través de una Comisión Coordinadora mixta, de composición paritaria – para la concreción de la coordinación en esta materia y, específicamente, para la cuantificación de las reglas fiscales aplicables a Navarra. Ello no obsta, sin embargo, de acuerdo con la jurisprudencia constitucional, a la plena sujeción material de la Comunidad Foral a la legislación sobre estabilidad presupuestaria y, singularmente, a la supervisión y evaluación por la Autoridad Independiente de Responsabilidad Fiscal, como mecanismo de garantía del cumplimiento de lo establecido en aquella normativa. Una supervisión y evaluación a la que, igualmente, está sujeta la Administración Estatal.

De acuerdo con nuestro razonamiento, por tanto, no encontramos óbices de constitucionalidad que oponer a la implantación de la AIRF, en la forma en que se ha establecido por la Ley Orgánica de que se trata. Dicho lo cual, hemos de subrayar de nuevo – como hemos hecho al inicio de este informe – que los peticionarios de este no han aportado mención alguna a la motivación que pudiera sustentar la eventual inconstitucionalidad de dicha Ley Orgánica.

CONCLUSIÓN

En atención a todo lo expuesto, a nuestro juicio, la Ley Orgánica 6/2013 de creación de la Autoridad Independiente de Responsabilidad Fiscal, no menoscaba la autonomía financiera de la Comunidad Foral de Navarra y, por tanto, no incurre en inconstitucionalidad.

Este es nuestro informe que, como siempre, someto a cualquier otro mejor fundado en Derecho.

Pamplona a 26 de diciembre de 2013

EL LETRADO MAYOR

Miguel Esparza Oroz
